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Demandante:
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Colpensiones

Magistrado Ponente:                 
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Juzgado de origen:
              Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema: FACULTADES EXTRA Y ULTRA PETITA. El artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. prevé que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veinticinco de agosto de dos mil dieciséis, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 6 de mayo de 2015, dentro del proceso promovido por el señor JAIRO ANCIZAR VINASCO TORRES en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00600-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jairo Ancizar Vinasco Torres que la justicia laboral declare que cumple los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 para acceder a la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 19 de junio de 2012, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus pretensiones en que en toda su vida ha estado afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado actualmente por Colpensiones, realizando cotizaciones como trabajador independiente de manera interrumpida desde el mes de septiembre de 2007; sostiene que el 30 de mayo de 2014 fue calificado con una PCL equivalente al 68.16% de origen común y con fecha de estructuración el 19 de junio de 2012; informa que el 18 de junio de 2014 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, misma que fue negada mediante la resolución Nº GNR 34863 de 5 de octubre de 2014, bajo el argumento de que no había cotizado 50 semanas en los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez; indica que en el mencionado acto administrativo se le reconocieron 513 semanas cotizadas en su vida laboral, de las cuales 343.29 fueron realizadas antes del 1º de abril de 1994; considera que con base en lo anterior, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez en aplicación del principio de la condición más beneficiosa.
Al contestar la demanda –fls.38 a 42- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó que el porcentaje de PCL del accionante, su origen y fecha de estructuración, así como la solicitud de reconocimiento pensional y el contenido del acto administrativo referido en el libelo introductorio. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.
En sentencia de 6 de mayo de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que el señor Jairo Ancizar Vinasco Torres tiene una PCL equivalente al 68.16% de origen común y con fecha de estructuración el 19 de junio de 2012, momento para el cual se encontraba vigente la Ley 860 de 2003, la cual exige al afiliado invalido haber cotizado 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración, requisito que no cumple en este caso, pues en ese periodo no tiene cotizadas semanas al sistema general de pensiones.
No obstante, luego de analizar las pruebas y en aplicación de las facultades extra y ultra petita conferidas en el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S., la a quo llegó a la conclusión que el señor Jairo Ancizar Vinasco Torres tiene unas enfermedades progresivas, crónicas y degenerativas, por lo que la fecha de estructuración no podía fijarse para el 19 de junio de 2012, sino el 30 de junio de 2014 que fue cuando él hizo su última cotización al sistema y en consecuencia se entiende que fue en ese momento cuando quedó inválido definitivamente.

Así las cosas y luego de encontrar que dentro de los 3 años anteriores a esa calenda el actor tenía cotizadas un total de 77 semanas, declaró que él tiene derecho a la pensión de invalidez que reclama a partir del 1º de julio de 2014 en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales. Por lo expuesto condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional la suma de $6.889.400 causado entre el 1º de julio de 2014 y el 30 de abril de 2015.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

EL CASO CONCRETO

Con el fin de resolver el problema jurídico que se plantea en esta instancia, esto es, si se daban los presupuestos necesarios para que la funcionaria de primer grado condenará a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer la pensión de invalidez modificando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del señor Jairo Ancizar Vinasco Torres en virtud de las facultades extra y ultra petita, es oportuno recordar que el artículo 50 del C.P.T. y de la S.S. prevé que el juez podrá ordenar el pago de salarios, prestaciones o indemnizaciones distintos de los pedidos, cuando los hechos que los originen hayan sido discutidos en juicio y estén debidamente probados, o condenar al pago de sumas mayores que las demandadas por el mismo concepto, cuando aparezca que éstas son inferiores a las que corresponden al trabajador, de conformidad con la ley, y siempre que no hayan sido pagados.

Bajo esos parámetros y al revisar los diecisiete hechos de la demanda –fls.2 a 12- así como la argumentación jurídica en ella expuesta, se encuentra que ninguna inconformidad manifestó el señor Vinasco Torres frente al dictamen Nº 201455688RR de 30 de mayo de 2014 expedido por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.22 a 25- al punto que el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral, el origen y la fecha de estructuración fueron hechos debidamente aceptados por la entidad demandada en la contestación de la demanda –fls.38 a 42-; motivos éstos que vislumbran: i) Que el actor se encontraba conforme con la decisión adoptada en el dictamen Nº 201455688RR emitida por Colpensiones el 30 de mayo de 2014 y ii) Que al no exponer motivo de inconformidad frente a ese tema y siendo aceptado el contenido de ese acto administrativo por parte de Colpensiones; el porcentaje de PCL, el origen y su fecha de estructuración son puntos que quedaron fuera de todo debate en el proceso y en consecuencia no fueron objeto de discusión por las partes dentro del mismo. 
Lo expuesto denota, que no le era dable a la a quo modificar la fecha de estructuración de la PCL del actor con base en las facultades extra y ultra petita, con el fin de encontrar acreditadas las 50 semanas dentro de los tres años anteriores a esa fecha para causar la pensión de invalidez que reclama el actor.
Definido lo anterior y teniendo en cuenta que el demandante busca el reconocimiento de la pensión de invalidez, se procederá a revisar si cumple con los requisitos necesarios para acceder a la misma.

Según el dictamen Nº 201455688RR de 30 de mayo de 2014 –fls.22 a 25- el demandante tiene una PCL equivalente al 68.18% de origen común y estructurada el 19 de junio de 2012, por lo que al haberse fijado la fecha de estructuración en esa calenda, le corresponde acreditar 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a ella como lo prevé la Ley 860 de 2003, sin embargo, al revisar la historia laboral válida para prestaciones económicas allegada por Colpensiones –fls.109 a 112- se encuentra que en ese periodo el señor Jairo Ancizar Vinasco Torres tiene cero (0) semanas de aportes al Sistema General de Pensiones, a pesar de que en toda su vida laboral acredita 959.51 semanas cotizadas; motivo por el que no tiene derecho a la pensión de invalidez que reclama.
Es que aun mirando el tema bajo la aplicación del principio de la condición más beneficiosa bajo los parámetros delineados por la Sala de Casación Laboral mediante las sentencias de 25 de julio de 2012 radicación Nº 38.674, SL 13883 de 2014, SL 14842 de 2014 y más recientemente en la SL 3186 de 18 de marzo de 2015 radicación Nº 46.635 ésta última con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, no tiene derecho el actor a que se le reconozca la pensión de invalidez, pues en ella se manifiesta que las personas que se invaliden en vigencia de la Ley 860 de 2003, solo podrá aplicarse en virtud del mencionado principio, la normatividad inmediatamente anterior, esto es, la Ley 100 de 1993 y para acceder a la prestación se debe considerar si el solicitante se encontraba activo como cotizante o no para el momento en el que se estructuró la invalidez, pues en el primer evento, esto es, estando activo en ese momento, le bastará acreditar 26 semanas de cotización en cualquier tiempo, pero si ocurre lo contrario, es decir, cuando no está activo como cotizante en ese momento, le corresponderá acreditar 26 semanas de cotización dentro del año anterior a la fecha de estructuración y adicionalmente otras 26 semanas cotizadas en el año anterior a la entrada en vigencia de la Ley 860 de 2003; y como el actor no se encontraba activo como cotizante para el 19 de junio de 2012, debía acreditar 26 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez, mismas que no acredita, pues como se dijo líneas atrás, en ese periodo no tiene cotizada semana alguna al sistema general de pensiones.
De otro lado, es del caso con base en los alegatos presentados en la audiencia por parte del apoderado de la parte actora en relación con la posición que se ha asumido por parte de la Corte Constitucional de reconocer la condición más beneficiosa, pasando de la Ley 860 de 2003 al Acuerdo 049 de 1990 cuando se tienen cotizadas 300 semanas en vigencia de ésta normatividad, lo cierto es que, como se ha dicho en esta providencia, una posición asumida por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral y dada la conformación de la Sala se ha adoptado por mayoría la posición consistente en seguir la línea trazada por la Corte Suprema de Justicia.
En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 6 de mayo de 2015, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de todas y cada una de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 6 de mayo de 2015.
SEGUNDO. ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.
TERCERO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
                          Salva Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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